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OPINIÓN 
  

Advertencias desoídas 

Señor Director: 

La reciente aprobación de la Ley de Fracciona- 

miento constituye una grave vulneración a la 

certeza jurídica en Chile. Al reducir arbitrariamen- 

te las cuotas de captura de la pesca industrial se ha 

producido una verdadera expropiación regulatoria 

sin compensación, afectando derechos adquiridos 

legítimamente hasta 2032. 

Por este motivo, diversas empresas pesqueras han 

anunciado que interpondrán demandas en contra 

del Estado, lo que para nadie debería ser una sor- 

presa, ya que durante toda la tramitación legislati- 

va se advirtió que se estaban vulnerando derechos, 

en una ley que transfirió cuotas al sector artesanal 

por montos superiores a US$ 160 millones, a costa 

de una reducción del 30% en la fracción industrial. 

Sin embargo, no se quiso escuchar que la propues- 

ta tenía vicios de legalidad. 

Habiendo fórmulas para evitar estas demandas, 

simplemente no hubo voluntad de diálogo: a fin 

de cuentas, el problema le iba a quedar al próximo 

Gobierno. 

Con estas acciones, la industria no solo está de- 

fendiendo sus derechos, sino que también lo está 

haciendo por cientos de trabajadores y comuni- 

dades que viven de un sector que es clave para la 

descentralización y para el desarrollo socioeconó- 

mico de muchas regiones del país. Pero sin certeza 

jurídica no hay inversión, y sin inversión no hay 

empleo. 

Esperemos que quien sea el próximo Presidente, 

elabore una política pesquera de largo plazo con 

miras al 2050, construida entre todos, con visión 

de Estado, que combine sostenibilidad ambien 

tal, empleos de calidad, crecimiento económico y 

seguridad jurídica. 

FELIPE SANDOVAL 
PRESIDENTE DE LA SOCIEDAD NACIONAL DE PESCA 
  

Ausencia de parlamentarios 

Señor Director: 

En las últimas semanas hemos visto avanzar, en 

  

: medio de vertiginosos cambios en los niveles de 

urgencia legislativa por parte del Ejecutivo, al 

proyecto de ley que busca regular los sistemas de 

Inteligencia Artificial en nuestro país. 

De vuelta en la Comisión de Futuro, Ciencias, Tec- 

nología, Conocimiento e Innovación de la Cámara 

de Diputados, mantenemos, como Cámara de 

Comercio de Santiago, una extrema preocupación 

por la ausencia de parlamentarios miembros de 

dicha Comisión en las votaciones recientes y en el 

análisis de esta normativa que puede hipotecar la 

posibilidad de desarrollo de nuestro país. 

La regulación de la Inteligencia Artificial requiere 

una deliberación amplia, informada y con visión 

de Estado, que incorpore de manera efectiva tam- 

bién la experiencia y el conocimiento del sector 

privado además de la seguridad y protección de las 

personas. 

Hasta el momento estamos frente a una tramita- 

ción apresurada, con escasa participación parla- 

mentaria, que podría no solo afectar la calidad y 

profundidad de la discusión, sino también generar 

un marco regulatorio rígido, poco alineado con las 

tendencias internacionales y con efectos negativos 

sobre la innovación, la inversión y la competitivi- 

dad de Chile. 

En este contexto, hacemos un llamado a los 

integrantes de la Comisión que tiene a la vista el 

proyecto, para que no se resten en esta etapa clave 

de su tramitación. . 

MARÍA TERESA VIAL A. 
PRESIDENTA CÁMARA DE COMERCIO DE SANTIAGO 

CARTAS 
; esta realidad quedó en evidencia. La mayoría de 

: las organizaciones sigue enfocada en prevenir, 

: pero no en resistir ni recuperarse con rapidez. Esa 

¿ esla diferencia entre ciberseguridad y resilien- 

¿ cia. La continuidad operativa, la redundancia en 

¿ procesos y talento humano capaz de responder 

: con la urgencia que exige una crisis, son vitales en 

: estos Casos. 

¿ Centralizar funciones críticas en un solo organis- 

¿ mo es una debilidad estructural. Urge descen= 

: tralizar, invertir en especialistas y entender que 

: la resiliencia digital no es un tecnicismo, sino un 

: deber ético y social. De ella depende la continuidad : 
: de servicios esenciales y, en casos como el ISP, la 
: salud de las personas. 

  

Ciberataque al ISP 

Señor Director: 

El reciente ciberataque al Instituto de Salud Públi- 

ca evidenció una vulnerabilidad crítica y que tiene 

relación con la resiliencia digital. La paralización 

de diagnósticos sensibles como VIH y hepatitis 

mostró que un incidente informático no es un 

problema técnico y una emergencia pública. 

El Foro Económico Mundial advierte que casi la 

mitad de las instituciones gubernamentales carece 

: de preparación ante un ataque masivo y, en Chile, 

Nueva Ley de Delitos Económicos: 
¿cuándo veremos su efecto? 

a atemorizante Ley de Delitos Económicos, pu 

blicada con el N 21.595 el 17 de agosto de 2023, 

es en realidad varias mega reformas sustan- 

ivas en materia de derecho penal económico, 

con importante impacto en la prevención y san- 

ción penal de ilícitos en entornos empresariales y 

cuya aplicación práctica aún ha sido muy limitada. 

La ley 21.595 contiene un nuevo y completo 

estatuto punitivo para un ámbito bien extendido 

de delitos económicos y otros relacionados con la 

empresa. En virtud, de dicho estatuto, vigente ya 

desde hace dos años, los directivos y ejecutivos de 

grandes y medianas empresas involucrados en un 

amplio número de delitos responden penalmente 

con particular severidad. 

En segundo lugar, la ley incorpora en el Código 

Penal un estatuto de sanción criminal para varia- 

dos hechos de alcance medioambiental. 

Por último, amplia sustancialmente los delitos 

que acarrean responsabilidad penal a las personas 

jurídicas. También establece el estatuto especial 

de penas para las empresas, impactando en la 

obligación de todas las empresas y no solo en 

las grandes y medianas, de generar y mantener 

MAURICIO 
gr Y FERNÁNDEZ 

pa ¡ DIRECTOR DE COLOMBARA 
Pa) ESTRATEGIA LEGAL, 
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“El resultado, hasta ahora, 
es muy pobre. Aún no existe 
ninguna condena penal que 
a el nuevo estatuto para 
los delitos económicos, ni 
sentencia condenatoria por 
los delitos medioambientales 
incorporados en el Código 
Penal”. 

TRIBUNA LIBRE 
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: PATRICIO CAMPOS 
CEO DE RESILITY 
  

: El valor del tiempo 

: Señor Director: 

En carta de ayer, Felipe Arteaga y Jorge Rosales 

* tienen razón al destacar el “valor del tiempo” 

: como una métrica fundamental en la planificación 

: urbana. No es aceptable que, en pleno siglo XXI, 

: miles de chilenos destinen cerca de tres horas al 

: día solo en traslados hacia y desde sus trabajos. 

: Ese tiempo perdido impacta directamente en la 

: productividad, la salud y la calidad de vida de las 
¿ familias. 

Sin embargo, esta discusión suele centrarse casi 

: exclusivamente en las grandes urbes, y en parti- 

: cular en nuestra capital. El concepto de la “ciudad 

¿ de 15 minutos” ya se vive en muchas comunas y 

: ciudades regionales, donde los desplazamientos 

¿ son naturalmente más cortos y las comunidades 

: tienen mayor cercanía con servicios y equipamien- 

¿ tos, 

: Una política de descentralización que invierta en 

fortalecer la autonomía funcional de esas ciudades 

: —con servicios de salud, educación, cultura y 

: empleos de calidad— puede ser tan o incluso más 

: efectiva que seguir buscando soluciones solo para 

: Santiago. Poner el foco en urbes regionales au- 

: tosuficientes, conectadas y con identidad propia, 

un modelo de prevención de delitos adecuado y 

eficiente. Esta última mega reforma, a diferencia 

de las dos anteriores, solo ha entrado en vigencia 

el 1? de septiembre del año pasado, por lo que está 

próxima a cumplir recién un año. 

El resultado, hasta ahora, es muy pobre. Aún 

no existe ninguna condena penal que aplique el 

nuevo estatuto para los delitos económicos, ni 

ninguna sentencia penal condenatoria por los 

delitos medioambientales incorporados en el 

Código Penal, ni tampoco hay ninguna empresa o 

persona jurídica condenada por los delitos que se 

habilitaron para acarrear dicha responsabilidad a 

las personas jurídicas. 

Las explicaciones para ello son variadas, pero 

entre las más relevantes estarían la complejidad 

técnica de muchas de las reformas, la absoluta 

ausencia de recursos adicionales para fiscalía y 

policías para una aplicación intensa de la nueva 

normativa y la carencia de equipos con dedicación 

preferente o exclusiva a nivel de fiscalías y poli- 

cías a estas complejas materias, entre otras. 

Es posible pensar, eso sí, que en los próximos 

meses se vengan formalizaciones de personas 

+ es también optar por un país con oportunidades 

: distribuidas en todo su territorio. 

' FERNANDO MARÍN CRUCHAGA, 
¿ VICEPRESIDENTE DE LA ASOCIACIÓN DE OFICINAS DE 
¿ARQUITECTOS (AOA) 
  

: La justicia civil no da para más 

: Señor Director: 

: Nuestro Código de Procedimiento Civil tiene más 

de 120 años, y aunque ha sido modificado varias 

: veces, sigue siendo una norma anticuada que 

no responde a las actuales expectativas de los 

¿ ciudadanos. Esto es grave, pues cuando el Estado 

: administra justicia bajo el estándar de expectativas 

: de una persona común, ésta pierde confianza en 
: las instituciones públicas, se deteriora el sentido 
: de comunidad, y se daña la democracia. 

: Aunque tardíamente el Estado chileno reaccionó, 

y paulatinamente comenzó a reformar algunos 

: procesos introduciendo los nuevos principios con 

¿los que hoy entendemos el debido proceso como 

: oralidad, inmediación, concentración, rol activo 

: del juez, por mencionar algunos-, estos cambios 

: aún no han llegado al sistema de justicia civil. 
¿ Con más de un millón de causas en tramitación 

: bajo reglas anacrónicas, hoy el sistema civil está 

: saturado, y no responde a las demandas de los 

: ciudadanos. 

: Los graves problemas económicos y políticos de 

: esto ya son evidentes, pero el que más preocupa 

: esel social, pues la ausencia del Estado en la reso- 

¿ lución de conflictos incentiva la justicia paralela, 

: y detener ese fenómeno es extremadamente 

: complejo. 
: Este año de elecciones presidenciales es una 
: oportunidad para que los candidatos consideren la 

: reforma al sistema procesal civil en sus campañas, 

¿como una política pública importante y de largo 

¿plazo dentro de sus programas de gobierno. Chile 

* necesita poner atención en esta reforma pendien- 

¿ te, pues a futuro este problema será más caro que 

¿ una solución inmediata. 

: SIMÓN ZAÑARTU 
3 PROFESOR DERECHO UC 
  

  

naturales invocando el estatuto de delitos econó- 

micos o de delitos medioambientales o personas 

jurídicas, por las deficiencias de sus modelos de 

prevención delictual. 

Los primeros casos formalizados y la evalua- 

ción de su consistencia que hagan los Juzgados 

de Garantía, al ponderar los antecedentes que 

aporte la fiscalía de cara a resolver sobre medidas 

cautelares personales, van a ir delimitando los 

contornos de estas normativas para su aplicación 

con mayor claridad de su alcance y posibilidades. 

Solo luego de ello y de los primeros juzgamien- 

tos de casos que lleguen a sentencia en Tribunales 

de Garantía o Tribunales Orales, se podrá evaluar 

la conveniencia o necesidad de eventuales ajustes 

puntuales a la ley 21.595. 

Sí sería conveniente impulsar desde ya refor- 

mas legales que incorporen mayores obligaciones 

de los entes públicos frente a la prevención y 

detección de delitos, en términos similares a 
los ya impuestos a las empresas. Un mínimo 

de exigencia de “compliance público” en todos 

los organismos fiscales sería deseable, de cara a 

fortalecer la integridad en el Estado.
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